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PRONUNCIAMIENTO N.° 089-2009/DTN

Entidad:

Ejército del Perú – Unidad Operativa 0860 

Referencia:

Licitación Pública Nº 002-2009-EP/UO 0860, convocada para la contratación del suministro de alimentos para personas.
1. ANTECEDENTES 

Mediante Oficio Nº 03-CE/JLBF, recibido con fecha 28.04.09, el Presidente del Comité Especial a cargo del proceso de selección de la referencia remitió al Organismo Supervisor de las Contrataciones del Estado las cinco (5) observaciones formuladas por el participante MULTISERVICIOS JOSUE E.I.R.L., así como el informe técnico respectivo, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 28° del Decreto Legislativo Nº 1017, que aprueba la Ley de Contrataciones del Estado, en adelante la Ley, y el artículo 58° de su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo Nº 184-2008-EF, en adelante el Reglamento.
Cabe anotar que en virtud de lo establecido en el artículo 58° del Reglamento, este Organismo Supervisor sólo se pronunciará respecto de las Observaciones N.º 01, 03 y 04, formuladas por el participante al no haber sido acogidas por el Comité Especial, así como el extremo no acogido de la Observación Nº 5; sin perjuicio de las observaciones que de oficio se realicen al amparo de lo establecido por el inciso a) del artículo 58º de la Ley. 

2. 
OBSERVACIONES

Observante:
MULTISERVICIOS JOSUE E.I.R.L.
Observación Nº 1
Contra el valor referencial 
El participante solicita que se establezca el valor referencial con y sin IGV para cada uno de los Ítems objeto del presente proceso de selección, en estricto cumplimiento de lo dispuesto en la Cuarta Disposición Complementaria Final del Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado.

Pronunciamiento

En principio, es preciso señalar que en aplicación de lo dispuesto en el artículo                 13º del Reglamento, es de competencia de la Entidad la determinación del valor referencial incluyendo todos los tributos, seguros, trasporte, inspecciones, pruebas y, de ser el caso, los costos laborales respectivos conforme a la legislación vigente, así como cualquier otro concepto que le sea aplicable y que pueda incidir sobre el valor de los bienes y servicios a contratar. 

Asimismo, debe tenerse presente que mediante la Ley Nº 27037, Ley de Promoción de la Inversión en la Amazonía, se establecieron disposiciones tendientes a promover el desarrollo sostenible de la Amazonía, estableciendo condiciones para la inversión pública y la promoción de la inversión privada. En ese sentido, el artículo 13.1 de dicho dispositivo estableció que los contribuyentes ubicados en la Amazonía gozarán de la exoneración del Impuesto General a las Ventas (IGV) por la venta de bienes que se efectúen en la zona para su consumo en esta, los servicios que se presten en la zona y los contratos de construcción o la primera venta de inmuebles que realicen sus constructores en dicha zona. 

Al respecto, la Cuarta Disposición Final del Reglamento establece las reglas que se deben seguir en los procesos de selección que convoquen las entidades en zonas que se encuentran dentro del ámbito de aplicación de la Ley Nº 27037, Ley de Promoción de la Inversión en la Amazonía.

En consecuencia, se aprecia que este beneficio no se aplica a todos los postores que pudieran participar en el presente proceso de selección, sino, únicamente a los postores que cumplan con los requisitos establecidos expresamente en la citada disposición
; siendo que solo en estos casos los beneficiados con esta norma de excepción deben excluir el IGV como costo de la oferta económica cuando participen en un proceso de selección, de conformidad con los numerales 2, 3 y 4 de la Cuarta Disposición Final del Reglamento.
En tal sentido, el artículo 3º de la Ley N.º 27037, Ley de Promoción de la Inversión en la Amazonía, establece que el departamento de Loreto se encuentra dentro del ámbito de aplicación de dicha Ley. Por ende, las Entidades que se ubican en dicho departamento, deberán aplicar en los procesos de selección que convoquen las reglas dispuestas en la Cuarta Disposición Final del Reglamento. 

Sobre el particular, si bien es cierto que el numeral 1.4 de las Bases de la convocatoria no establece de forma expresa que el valor referencial de cada uno de los ítems del proceso incluye el IGV, de la absolución planteada por el Comité Especial se desprende que tales montos han sido calculados incluyendo dicho impuesto.

En conclusión, a fin que el Comité Especial verifique la validez de las propuestas, las Bases deben establecer un valor referencial considerando el IGV y otro valor referencial sin considerar el IGV, a efectos que los postores presenten sus propuestas a cada ítem donde participan de manera adecuada, por lo que, este Organismo Supervisor ha decidido ACOGER la Observación Nº 01.
Observación Nº 3 y 5
Contra la exigencia de documentos en la propuesta técnica   
A través de la Observación Nº 3, el observante cuestiona que las Bases exijan la presentación obligatoria de la copia del Certificado de Calidad emitido por un laboratorio acreditado por INDECOPI (microbiológico, físico, químico y organoléptico), toda vez que resulta oneroso obligar a los postores a tramitar y obtener dicho documento sin tener la certeza de ganar la buena pro, por lo que solicita que sea exigido para la firma del contrato de estar incluido su costo dentro del valor referencial, de lo contrario sea suprimido de las Bases.  
Del mismo modo, con la Observación Nº 5, el observante cuestiona el requerimiento del Certificado de Procedencia de los bienes emitidos por el lugar de expendio de tubérculos, verduras y frutas; así como de los productos hidrobiológicos.  
Pronunciamiento
Con respecto a la Observación Nº 3, cabe señalar que en el punto 2) del literal e) del numeral 2.12.3 de las Bases se requiere la presentación de la “Copia vigente del certificado de calidad”  respecto de los ítems I, II, III, IV, V, VI y VII, emitido por laboratorios acreditados ante INDECOPI, que contiene los resultados de los análisis microbiológicos, físico-químico y organoléptico del producto ofertado.  
De otro lado con relación a la Observación Nº 5, cabe señalar que en los puntos 5) y 6) del numeral 2.8.1. de las Bases se exige la presentación del Certificado de Procedencia de los bienes emitidos por el lugar de expendio de los productos de los ítems III y V.  Al respecto, corresponde precisar que el Comité Especial aclaró en el pliego de absolución de observaciones que el referido certificado de procedencia, en realidad sería un documento donde se precise el nombre o razón social, número de RUC, dirección y teléfono del proveedor del postor. 
Sobre el particular, es preciso indicar que de conformidad con el artículo 13º de la Ley, concordado con el artículo 11º del Reglamento, compete exclusivamente a las Entidades la determinación de las características técnicas de los bienes, servicios y obras a adquirir o contratar, las que deberán incidir sobre los objetivos, funciones y operatividad de éstos.

Asimismo, en concordancia con ello, el artículo 42º del Reglamento establece que la propuesta técnica debe contener la declaración jurada y/o documentación que acredite el cumplimiento de los requerimientos técnicos mínimos, por lo que se colige que la propuesta podrá contener: folletos, muestras, planos, catálogos, autorizaciones, certificados de calidad y salubridad, entre otros.

Al respecto, se aprecia que a través de los documentos solicitados se buscaría acreditar que el producto ofertado reúne las condiciones y características requeridas por la Entidad, por tanto; considerando que constituye facultad de la Entidad determinar sus requisitos técnicos mínimos y la documentación que le otorgue certeza sobre su cumplimiento, este Organismo Supervisor ha decidido NO ACOGER las observaciones Nº 3 y Nº 5. 
Sin perjuicio de ello, el Comité Especial deberá verificar, en coordinación con el órgano encargado de las contrataciones de la Entidad y en concordancia con lo establecido en el expediente de contratación, que el costo que represente el certificado de conformidad fue considerado al momento de determinar el valor referencial del presente proceso de selección. 

Observación Nº 4
Contra la exigencia de la Autorización de Apertura y Funcionamiento del Centro de Beneficio de Animales de Abasto para el consumo humano otorgada por SENASA y el Certificado de Inspección Sanitaria
Mediante la Observación Nº 4, el observante cuestiona que las Bases exijan la presentación obligatoria de la copia de la Autorización de Apertura y Funcionamiento del Centro de Beneficio de Animales de Abasto para el consumo humano otorgada por SENASA y el Certificado de Inspección Sanitaria, toda vez que dichas exigencias contravienen los Principios que rigen las Contrataciones, por lo que solicita que la Autorización de Apertura y Funcionamiento de Centro de Beneficio de Animales de Abasto sea suprimido de las Bases y que el Certificado de Inspección Sanitaria sea requerido para la firma del contrato. 

Pronunciamiento
Al respecto, se aprecia que en el punto 4) del literal e) del numeral 2.12.3 de las Bases se solicita la presentación para el ítem II de la Copia de la Autorización de Apertura y Funcionamientos del Centro de Beneficio de Animales de Abasto para el consumo humano otorgado por el Servicio Nacional de Sanidad Agraria - SENASA, y el Certificado de Inspección Sanitaria expedido por el médico veterinario del lugar de beneficio al producto o subproducto de origen pecuario. 

Con respecto a la Copia de la Autorización de Apertura y Funcionamiento del Centro de Beneficio de Animales de Abasto para el consumo humano otorgado por SENASA, cabe precisar que, de acuerdo a lo establecido en el artículo 12º del Decreto Supremo Nº Decreto Supremo Nº 22-95-AG, para la apertura y funcionamiento de un camal es necesario contar con la autorización de SENASA conforme a los requisitos establecidos en el anexo 12 de dicha norma. Dicho procedimiento se encuentra contemplado en el numeral Nº 19 el Texto Único de Procedimientos Administrativos de la referida entidad.
Sobre el particular, tal como lo señalamos anteriormente en el presente pronunciamiento, de conformidad con el artículo 13º de la Ley, concordado con el artículo 11º del Reglamento, compete exclusivamente a las Entidades la determinación de las características técnicas de los bienes, servicios y obras a adquirir o contratar, las que deberán incidir sobre los objetivos, funciones y operatividad de éstos, y por tanto, también resulta de su exclusiva competencia determinar la documentación con la que acreditará los referidos requisitos.

En el presente caso, la solicitud de un documento que acredite que el lugar de donde  proceden los insumos alimenticios reúne las condiciones exigidas por el ente rector en materia de sanidad agraria resulta razonable y congruente con el objeto de la convocatoria, ya que ello garantizará que los productos proceden de plantas que cuentan con personal e infraestructura adecuada para su industrialización y comercialización, lo que redunda en beneficio del consumidor de los productos. 
Atendiendo a  ello, este Organismo Supervisor dispone NO ACOGER este extremo de la observación. 
Sin perjuicio de ello, se debe tener en cuenta que el postor puede ser únicamente un distribuidor de los productos cárnicos o en todo caso procesar dichos producto en un local autorizado que no sea de su propiedad.

En tal sentido, se deberá precisar en las Bases que la Autorización de Apertura y Funcionamientos del Centro de Beneficio de Animales de Abasto para el consumo humano otorgado por SENASA no necesariamente debe estar a nombre del postor, sino que también podrá estar a nombre de terceros, por lo que en estos casos, los postores deberán presentar la referida documentación que acredite que los productos que comercializa provienen de camales autorizados.   

De otro lado, con respecto al extremo de la observación que cuestiona la exigencia de presentar el Certificado de Inspección Sanitaria a cargo del veterinario, cabe precisar que, de conformidad con lo establecido en el artículo 25º del Decreto Supremo Nº 22-95-AG, ”la inspección sanitaria del ganado, así como de las carnes, víceras  y apéndices  estará a cargo de médicos veterinarios contratados por el administrador o propietario del camal, y se realizarán de forma personal obligatoriamente…..”  

Al respecto, de acuerdo al anexo de definiciones establecido en la referida norma, “La inspección sanitaria es el examen profesional al estado sanitario pre y post mortem del ganado en beneficio y de las instalaciones del centro de beneficio que será desarrollada por médicos veterinarios”.

En tal sentido, la inspección que deben efectuar los médicos veterinarios, debe ser efectuada desde que los animales llegan al camal, hasta su despacho para ser comercializados, lo cual es importante no solo para establecer si determinado producto es admitido (cuando el animal es apto para consumo humano), decomisado (cuando el animal no es apto para consumo humano pero utilizable para alimentación animal) o condenado (cuando el animal no es apto para consumo humano ni animal), sino también para categorizar a la carne en función de su calidad, es decir si se trata de carne extra, de primera, de segunda o de procesamiento.
Cabe señalar además que, de acuerdo a los artículos 38º y 56º de la referida norma, las certificaciones de las condiciones referidas en el párrafo precedente, deben constar directamente en el producto, mediante la colocación de sellos que acrediten  tanto la inspección sanitaria, como la clasificación del producto en función a su calidad. Dichos sellos deben contar con ciertos patrones gráficos diseñados y distribuidos por el SENASA.

En tal sentido, se puede apreciar que la constancia de que la inspección sanitaria debe encontrarse en el mismo producto a ser comercializado mediante la aplicación de los referidos sellos, ya que en ningún extremo del Reglamento Técnico de Carnes, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 22-95-AG, se hace referencia a documento alguno denominado “Certificado de inspección Sanitaria” como se solicita en las Bases.

Por tanto, si la Entidad pretende verificar que se ha realizado la inspección sanitaria a los productos que va a adquirir, debe cerciorarse que éstos cuenten con los sellos correspondientes al momento de ser ingresados al almacén de la Entidad durante la etapa de ejecución contractual, por lo que resultaría innecesario solicitar la acreditación de dicha inspección en la etapa de evaluación de propuestas.

En tal sentido, y en concordancia con el Principio de Economía
 contemplado en el artículo 4º de la Ley, este Organismo Supervisor dispone ACOGER este extremo de la observación, por lo que la solicitud del certificado de inspección sanitaria deberá ser retirada del sobre de propuesta técnica. 

3.
CONTENIDO DE LAS BASES CONTRARIO A LA NORMATIVA SOBRE CONTRATACIONES Y ADQUISICIONES DEL ESTADO

En ejercicio de su función de velar por el cumplimiento de la normativa vigente en materia de contrataciones del Estado, conforme a lo señalado en el inciso a) del artículo 58° de la Ley, este Organismo Supervisor ha procedido a realizar la revisión de las Bases remitidas, habiendo detectado el siguiente contenido contrario a dicha Ley y su Reglamento.
3.1. Modificación del calendario del proceso de selección   
De conformidad con lo dispuesto por los artículos 58° y 59º del Reglamento, la integración de Bases se produce luego de la notificación del Pronunciamiento que  emita el OSCE. Por tanto, el Comité Especial deberá modificar las fechas de integración de Bases, de presentación de propuestas y de otorgamiento de la buena pro, para lo cual deberá considerar que entre la integración de Bases y la presentación de propuestas no podrán mediar menos de cinco (5) días hábiles computados a partir del día siguiente de la publicación de las Bases integradas en el SEACE, a tenor del artículo 24º del Reglamento.

Finalmente, cabe precisar que, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 53° del Reglamento, las personas naturales y jurídicas que deseen participar en el presente proceso de selección podrán registrarse hasta un (1) día después de haber quedado integradas las Bases; por lo que la fecha límite prevista para acceder al registro de participantes también deberá ser modificada tomando en cuenta la nueva fecha de integración.
3.2. Listado de bienes comunes

Según el artículo 91º del Reglamento, se debe convocar, bajo la modalidad de subasta inversa, la adquisición de aquellos bienes que se encuentran comprendidos en el listado de bienes comunes, aprobado por OSCE y que se encuentra publicado en el SEACE.

De la revisión del listado de productos descritos en el Capítulo IV de las Bases, se advierte que la Entidad pretende adquirir, a través del ítem 1, menestras varias en los que se encuentran comprendidos los productos denominados: “fríjol panamito y fríjol hucayalino” .
En cuanto a los productos referidos, cabe señalar que éstos figuran como denominación común
 en la Ficha Técnica del bien “Fríjol Castilla”, es decir, se encuentran incluidos en el listado de bienes comunes a que se refiere el párrafo precedente y que, de acuerdo a Ley, tiene que ser adquirido a través de subasta inversa y no a través de un proceso de selección tradicional como la presente Licitación Pública.
Por tanto, la Entidad deberá excluir de la presente convocatoria a los referidos productos a fin de que sean adquiridos través de una subasta inversa. Consecuentemente, también deberá reformularse el valor referencial del presente proceso de selección.
3.3. Vigencia del contrato

De acuerdo con el artículo 149º del Reglamento, el contrato tiene vigencia desde el día siguiente de la suscripción del documento que lo contiene hasta que el funcionario competente para ello dé la conformidad de la recepción de la prestación a cargo del contratista y se efectúe el pago correspondiente. En ese sentido, deberá corregirse el numeral 3.5 de las Bases y la cláusula octava de la proforma del contrato.

3.4. Requerimiento técnicos mínimos

3.4.1
Subjetividad de requerimientos técnicos mínimos 
En el Capítulo IV de las Bases se establece las características que deben cumplir los bienes a adquirirse, entre ellas se señala las siguientes: “que sean de primera calidad”, “el producto debe ser de óptima calidad” “el producto debe ser de buena calidad”, “de calidad seleccionada” y “sabor agradable”.

Sobre el particular,  debe tenerse presente que conforme lo dispone el artículo 29º del Reglamento, los términos de referencia deben obedecer a criterios objetivos y congruentes con el objeto de la convocatoria, por lo que en el presente caso, resulta necesario que se indique en las Bases cómo se verificará en la etapa de ejecución contractual, el cumplimiento de tales exigencias o, en su defecto, deberán suprimirse.

3.4.2
Eliminación de característica
En las Bases se establece, como requerimiento técnico mínimo, que en algunos de los productos a adquirir (Ítem Nº 1) se consigne la frase “Producto Peruano”. 

De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 29º del Reglamento, las características técnicas deben incidir sobre los objetivos, funciones y operatividad de los bienes requeridos. Al no cumplir dicha característica con lo precedido, ésta deberá ser suprimida. 

3.5.  Factores de evaluación

3.5.1 Experiencia del postor
Debe reformularse los rangos de evaluación del factor, puesto que la metodología empleada no resulta clara. Así, tenemos que dicho factor establece los siguientes rangos:
“Monto igual o mayor a 5 veces el valor referencial 

60 puntos

Monto igual o mayor a 4 veces el valor referencial 

y menor a 5 veces el valor referencial



40 puntos

Monto igual o mayor a 3 vez el valor referencial 

y menor a 4 veces el valor referencial  



30 puntos

Monto igual o mayor a 2 vez el valor referencial 

y menor a 3 veces el valor referencial  



20 puntos

Monto igual o mayor a 1 vez el valor referencial 

y menor a 2 veces el valor referencial  



10 puntos

Monto menor a 1 vez el valor referencial


05 puntos”

Al respecto, se debería contemplar un parámetro mínimo para asignar puntaje en el presente factor de evaluación, toda vez que, tal como están estructurados los rangos de evaluación, podría otorgarse cinco (5) puntos incluso a postores que no acrediten ninguna experiencia.

Asimismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 44° del Reglamento, deberá indicarse que el periodo de acreditación de experiencia se computará a la fecha de presentación de propuestas y no hasta abril 2009 como señalan las Bases.

3.5.2 Plazo de entrega 
Sobre el particular, en el Capítulo V de las Bases se establecen los siguientes parámetros de evaluación para el factor de evaluación denominado “Plazo de entrega”:

“Se evaluará la oportunidad de entrega de acuerdo a los requerimientos de la región, hasta un monto máximo de cinco (5) días por rubro de alimentos, según el puntaje siguiente:

De 2 días 

                       


20 puntos

De 3 a 5 días





10 puntos

Mayor a 5 días





00 puntos”
Al respecto, cabe señalar que el artículo 43º del Reglamento establece que en los procesos de selección únicamente se podrá calificar aquello que supere o mejore el requerimiento técnico mínimo, siempre que no desnaturalice el requerimiento efectuado.

En el presente caso, cabe señalar que, si bien es cierto que en las especificaciones técnicas no se ha establecido un plazo máximo de entrega de los bienes objeto de convocatoria, el punto 1) del literal h) del numeral 2.12.3 de las Bases señala que: “El requerimiento de la Entidad en todos los casos para los bienes objeto del presente proceso de selección, es de un (01) día, tanto para los víveres frescos y víveres secos, el mismo que se efectivizará a partir del día siguiente de la firma del contrato (…)”. (el subrayado es agregado). 
Como se puede apreciar,  la redacción de las Bases resulta confusa y poco clara, pero podría entenderse que un (01) día resultaría ser el plazo máximo de entrega de los bienes, por lo que, de ser el caso, los rangos previstos en el presente factor de evaluación estarían calificando plazos por encima del requerimiento técnico mínimo, que no representan mejora alguna para la Entidad, y por tanto deberían suprimirse de las Bases.  
Ante dicha incongruencia, el Comité Especial deberá adoptar las siguientes acciones:

1. Verificar, en coordinación con el área usuaria de la Entidad, si se ha establecido un plazo máximo de entrega de los productos y a partir de cuando empezará a computarse dicho plazo.

2. En caso el plazo máximo de entrega de los productos sea de un (1) día, deberá eliminar de las Bases el factor de evaluación denominado plazo de entrega.
3. En caso el plazo máximo de entrega sea mayor a dos (2) días, deberá reformular los parámetros de evaluación en función al plazo máximo de entrega, cuidando de no otorgar puntaje por el cumplimiento de un requerimiento técnico mínimo tal como lo estipula el artículo 43º del Reglamento.
4. Asimismo, a fin de no generar inconvenientes en la ejecución contractual, deberá precisar si la evaluación del plazo de entrega corresponderá a la primera entrega o a todas las entregas que deban ser realizadas por el contratista.
3.5.3 Garantía comercial del producto
Al respecto, en el factor de evaluación de la referencia se señala que se evaluará el plazo en el cual el postor se compromete a subsanar o reponer sin costo alguno cualquier deficiencia de los productos detectada con posterioridad a la recepción y conformidad, conforme a lo siguientes parámetros de evaluación:
“Alimentos Frescos: 

· Un (01) día 


00 puntos

· De 2 a 3 días


10 puntos

· De 4 a 5 días


15 puntos

· De 6 a 7 días


20 puntos

Alimentos Secos: 

· De 1 a 15 días 


00 puntos

· De 16 a 30 días


10 puntos

· De 31 a 45 días


15 puntos

· De 46 a 60 días


20 puntos”

Al respecto, cabe señalar que, tal como lo indicamos anteriormente, el artículo 43º del Reglamento establece que en los procesos de selección únicamente se podrá calificar aquello que supere o mejore el requerimiento técnico mínimo, siempre que no desnaturalice el requerimiento efectuado.

Sobre el particular, en el numeral 2.8.1 de las Bases se señala que los postores deben comprometerse a subsanar o reponer los productos sin costo alguno, cualquier alteración o deficiencia posterior a su recepción y conformidad en un plazo máximo de dos (2) días, por lo que los parámetros de evaluación no solo calificarían el cumplimiento de un requerimiento técnico mínimo sino que incluso estarían otorgando puntaje a ofertas que no satisfagan las necesidades de la Entidad, lo que contraviene la norma referida precedentemente.

En tal sentido, el Comité Especial deberá verificar en coordinación con el área usuaria de Entidad y en concordancia con el expediente de contratación si dicha disposición constituye un requerimiento técnico mínimo o responde a un error de redacción de las Bases Administrativas. En caso se trate de un requerimiento técnico mínimo los parámetros de evaluación deberán ser reformulados en función a la norma descrita anteriormente.  

Asimismo, si bien es cierto el criterio de evaluación podría ser congruente con el objeto de la convocatoria, no se ha señalado a partir de cuándo empezará a computarse el plazo de reposición de los bienes objeto de la convocatoria, aspecto que deberá ser precisado con ocasión de la integración de Bases. 
3.6.   Contenido de la propuesta técnica

De acuerdo con el artículo 73º del Reglamento, ante un empate, en las adjudicaciones de menor cuantía y en las adjudicaciones directas, el primer y segundo criterio de desempate esta relacionado en otorgar la buena pro a favor de las micro y pequeñas empresas (MYPES).

Sin embargo, tal criterio no es aplicado ni en las licitaciones públicas ni en los concursos públicos, como es el caso del presente proceso; en esa medida, deberá ser suprimida la presentación del “Certificado de inscripción o reinscripción en el Registro de la Micro y Pequeña Empresa – REMYPE” como parte de la propuesta técnica prevista en el literal g) del numeral 2.12.3 de las Bases, dado que su presentación resulta innecesaria.
3.7. Otras precisiones 
3.7.1
En el literal c) del numeral 2.12.4 de las Bases se ha consignado un cuadro que establece los montos correspondientes a la garantía de seriedad de oferta a presentar en cada ítem convocado, siendo que, en el ítem VI se indica que dicho valor es el 2% de un monto equivalente a S/. 508 504.56 (Valor referencial de ítem). No obstante ello, dicho monto es distinto al que se establece en el cuadro consignado en el numeral 1.4 de las Bases. En tal sentido, advirtiéndose una incongruencia en cuanto al valor referencial del ítem Nº VI, deberá hacerse las rectificaciones del caso. 
3.7.2.
En aplicación de lo dispuesto en el artículo 155º del Reglamento, deberá suprimirse de la cláusula sétima de la proforma del contrato la restricción de presentar sólo carta fianza “bancaria”, pudiendo presentarse cartas fianza emitidas por cualquier entidad bancaria o financiera autorizada para ello por la Superintendencia de Banca, Seguros y Administradoras Privadas de Fondos de Pensiones (SBS). 
3.8.  Bonificación del 20% a bienes elaborados en territorio nacional

Al respecto, cabe señalar que a través del Oficio Nº 616-2009-EF/13.01, de fecha 16.04.2009, el Ministerio de Economía y Finanzas, en respuesta al Oficio Nº 100-009/SGE-DTN remitido por este Organismo Supervisor, adjuntó el Informe Nº 662-2009-EF/60.01, en el cual se indica que la bonificación de la referencia no puede ser otorgada actualmente.

Por tanto, y atendiendo a lo dispuesto en el artículo 4º del Reglamento, la bonificación del veinte (20%) adicional sobre la sumatoria del puntaje obtenido por la propuesta técnica y económica, no resulta aplicable, por lo que cualquier referencia a dicha bonificación debería ser retirada de las Bases.

3.9. Absolución de consultas y observaciones
Del pliego de absolución de consultas y observaciones se aprecia que el Comité Especial precisó y/o modificó las especificaciones técnicas en distintos aspectos. Al respecto, cabe señalar que el Comité Especial carece de competencia para autorizar, de manera independiente, la modificación de dichos requisitos, por cuanto su determinación corresponde al área de dónde provienen los requerimientos.

En esa medida, la Entidad deberá tener presente lo señalado anteriormente al momento de integrar las Bases, por lo que cualquier modificación a las especificaciones técnicas dispuestas durante las etapas de absolución de consultas y observaciones, deberán contar con la autorización del área usuaria. 

4
CONCLUSIONES 

En virtud de lo expuesto, el OSCE dispone:

4.1. ACOGER la Observación Nº 1 formulada por la empresa MULTISERVICIOS JOSUE E.I.R.L contra las Bases de la Licitación Pública Nº 002-2009-EP/UO 0860, convocada para la contratación del suministro de alimentos para personas.
4.2. NO ACOGER las Observaciones Nº 3, y 5 formuladas por la empresa MULTISERVICIOS JOSUE E.I.R.L contra las Bases de la Licitación Pública Nº 002-2009-EP/UO 0860, convocada para la contratación del suministro de alimentos para personas, sin perjuicio de cumplirse con lo señalado por este Organismo Supervisor.
4.3. NO ACOGER la Observación Nº 4 formulada por la empresa MULTISERVICIOS JOSUE E.I.R.L contra las Bases de la Licitación Pública Nº 002-2009-EP/UO 0860, convocada para la contratación del suministro de alimentos para personas, en el extremo que cuestiona la exigencia de la Autorización de apertura y Funcionamiento del Centro de Beneficio de Animales de Abasto para el consumo humano otorgada por SENASA y ACOGER el extremo en el cual se requiere suprimir de la propuesta técnico el Certificado de Inspección Sanitaria. 

4.4. El Comité Especial deberá tener en cuenta las observaciones formuladas por el OSCE en el numeral 3 del presente Pronunciamiento a fin de efectuar las modificaciones a las Bases del presente proceso de selección. 

4.5. Publicado el Pronunciamiento del OSCE en el SEACE, el Comité Especial deberá implementarlo estrictamente, aun cuando ello implique que dicho órgano acuerde bajo responsabilidad, la suspensión temporal del proceso y/o la prórroga de sus etapas, en atención a la complejidad de las correcciones, adecuaciones o acreditaciones que sea necesario realizar, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 58º del Reglamento.
4.6. A efectos de integrar las Bases, el Comité Especial también deberá incorporar  al texto original de las Bases todas las correcciones, precisiones y/o modificaciones dispuestas en el pliego de absolución de consultas y en el pliego de absolución de observaciones, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 60º del Reglamento.
Jesús María, 13 de mayo de 2009

JUAN ANTONIO SILVA SOLOGUREN

Director Técnico Normativo (e)

JCMZ/PHC
� 	Según lo establecido en el artículo 2º del Decreto Supremo N.º 103-99-EF, Reglamento de las Disposiciones Tributarias contenidas en la Ley de Promoción de la Inversión en la Amazonía, “los beneficios tributarios del Impuesto a la Renta, Impuesto General a las Ventas, Impuesto Extraordinario a los Activos Netos e Impuesto Extraordinario de Solidaridad, señalados en los Artículos 12, 13, 15, en el primer párrafo de la Tercera Disposición Complementaria y en el inciso a) de la Quinta Disposición Complementaria de la ley N.º 27037, serán de aplicación únicamente a las empresas ubicadas en la Amazonía. Se entenderá que una empresa está ubicada en la Amazonía cuando cumple con los criterios establecidos para el Domicilio Fiscal, Inscripción en Registros Públicos, Activos Fijos y Producción establecidos en el citado artículo 2º.





� Artículo 4.- Principios que rigen las contrataciones.-


[…] 


c) Principio de Economía: En toda contratación se aplicarán los criterios de simplicidad, austeridad, concentración y ahorro en el uso de los recursos, en las etapas de los procesos de selección y en los acuerdos y resoluciones recaídos sobre ellos, debiéndose evitar exigencias y formalidades costosas e innecesarias en las Bases y los contratos.  


. […]





� Ficha Técnica “Frijol Castilla”. Nombre común: Bayo, Blanco, Caballero, Canario, Cápsula, Caraota, Cocacho, Guindo, Ucayalino, Luren, Negro, Nuña, Panamito, Plomo, Red Kidney.





